
QUE REFORMA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DEL SERVICIO 

PROFESIONAL DOCENTE, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA VICTORIA MERCADO SÁNCHEZ, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La suscrita, diputada María Victoria Mercado Sánchez, integrante del Grupo Parlamentario de 

Movimiento Ciudadano en la LXIII Legislatura, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 

1, fracción I; 62, numeral 2, 77 y 78, Reglamento de la Cámara de Diputados, por lo que se somete a 

consideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de 

los siguientes 

Exposición de Motivos 

El Estado tiene la obligación de impartir educación de manera gratuita y laica, pero sin las 

instalaciones adecuadas y sin maestros calificados para poder enseñar sería insuficiente simplemente 

promulgar leyes con no son coherentes con la realidad social. 

El artículo tercero de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos establece: 

Toda persona tiene derecho a recibir educación. El Estado, federación, estados, Ciudad de México y 

municipios, impartirá educación preescolar, primaria, secundaria y media superior. La educación 

preescolar, primaria y secundaria conforman la educación básica; ésta y la media superior serán 

obligatorias. 

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente, todas las facultades del ser 

humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la patria, el respeto a los derechos humanos y la 

conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia. 

El Estado garantizará la calidad en la educación obligatoria de manera que los materiales y métodos 

educativos, la organización escolar, la infraestructura educativa y la idoneidad de los docentes y los 

directivos garanticen el máximo logro de aprendizaje de los educandos”.1 

Es decir que la educación que imparte el Estado es obligatoria, gratuita, laica, considerándolo como 

un derecho humano. José Vasconcelos es considerado como el máximo exponente de la educación en 

nuestro país del siglo XX, por haber impulsado las escuelas rurales, fomentar la creación de 

preparatorias en todas las entidades federativas, además creía que debería de existir todo tipo de 

bibliotecas y claro que todas tenían que ser públicas, con el fin de fomentar la cultura, la enseñanza y 

la lectura a todos los mexicanos. 

Los docentes de las escuelas normalistas del nivel básico fueron formados por dos tipos de corrientes 

la humanista y la social, el cual influyeron en su preparación profesional, otorgándoles a este tipo de 

escuelas, el nivel de licenciatura, fortaleciendo así la educación en México. 

La actual reforma educativa propuesta por el presidente de la República, Enrique Peña Nieto, de fondo 

es una reforma laboral hacia los maestros, incluyendo la Ley General del Servicio Profesional 

Docente, que en su mayoría de apartados, establece una serie de condicionantes para seguir ejerciendo 

la docencia; como los exámenes de evaluación en los que califica el grado de conocimientos de los 

maestros. 



Es decir, la reforma demuestra la intención de mejorar la educación del Estado y el país, lo cierto es 

que se enfoca más en la evaluación docente y menos en las estrategias que se requieren para atender 

a fondo las necesidades de las escuelas y los estudiantes. 

El derecho de audiencia es un derecho humano que se encuentra establecido en el artículo 14, párrafo 

segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece: 

Artículo 14. (...) 

“Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante 

juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 

esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.”2 

Y conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o mejor conocido como el Pacto 

de San José, ratificado por México en el año de 1981, establece en el artículo 8 numeral 1: 

Artículo 8. Garantías Judiciales 

“1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, 

por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la 

ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación 

de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”.3 

Lo anterior menciona que toda persona tiene derecho a ser oído y vencido en juicio por tribunales 

previamente establecidos, por lo que los artículos que se pretenden reformar de la Ley General del 

Servicio Profesional Docente materia de esta iniciativa, son contradictorios y peor aún violan el 

principio de garantía de audiencia, por ejemplo el artículo 72 primer párrafo: 

“Artículo 72. Será separado del servicio público sin responsabilidad para la autoridad educativa o 

para el organismo descentralizado, y sin necesidad de que exista resolución previa del Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbitraje o sus equivalentes en las entidades federativas ...” 

El problema es que a todos los maestros que estaban inscritos al régimen antes de la promulgación de 

esta ley; se vieron afectados en su esfera jurídica sobre los Derechos Adquiridos. La Suprema Corte 

de Justicia de la Nación define que: 

Derechos adquiridos y expectativas de derecho, concepto de los, en materia de retroactividad 

de leyes.El derecho adquirido se puede definir como el acto realizado que introduce un bien, una 

facultad o un provecho al patrimonio de una persona, y ese hecho no puede afectarse, ni por la 

voluntad de quienes intervinieron en el acto, ni por disposición legal en contrario; la expectativa 

del derecho es una pretensión de que se realice una situación jurídica concreta, conforme a la 

legislación vigente en un momento determinado.4 

La Ley General del Servicio Profesional Docente deja en un estado de vulnerabilidad al maestro, que 

de igual manera goza de los derechos que tiene un trabajador, establecido en el artículo 123 

Constitucional, como demandar las prestaciones o derechos que tiene al ser despedido, además de 

una laguna jurídica si el docente sólo es separado de su cargo temporalmente para ejercer un cargo 

administrativo o definitivamente darán por concluidos sus servicios para el Estado. 



La realidad del personal docente en México muestra que gran parte de los maestros no están 

actualizados en temas educativos, y que también existe la corrupción por la venta de plazas o herencia. 

Pero también el gobierno federal a través de la Secretaría de Educación Pública no ha cumplido con 

sus programas y proyectos para apoyar tanto a maestros como alumnos, por ejemplo, existen muchas 

escuelas sin las condiciones necesarias para que se pueda impartir cátedra de forma adecuada. 

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que se reforman varias disposiciones de la Ley General del Servicio Profesional 

Docente 

Único. Se reforman los artículos 71, primer párrafo, 72, primer párrafo, 74, primer párrafo, y 75, 

primer párrafo; y se deroga el párrafo segundo del artículo 74 y párrafo segundo del artículo 76 de la 

Ley General del Servicio Profesional Docente, para quedar como sigue: 

Artículo 71. Los ingresos, promociones y reconocimientos deberán ser oportunamente 

notificados por el área competente, misma que deberá observar y verificar la autenticidad de 

los documentos registrados y el cumplimiento de los requisitos; en caso contrario incurrirán en 

responsabilidad y serán acreedores a la sanción económica equivalente al monto del pago 

realizado indebidamente y a la separación del servicio público ante la autoridad educativa o 

para el organismo descentralizado. 

(...) 

Artículo 72. Será separado del servicio público por la autoridad educativa o el organismo 

descentralizado, y deberá de existir una resolución previa del Tribunal Federal de Conciliación 

y Arbitraje o sus equivalentes en las entidades federativas, el evaluador que no se excuse de 

intervenir en la atención, tramitación o resolución de asuntos en los que tenga interés personal, 

familiar o de negocios, incluyendo aquéllos de los que pueda resultar algún beneficio para él, su 

cónyuge, su concubina o concubinario, o parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto 

grado, o parientes civiles. 

(...) 

Artículo 74. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 69 de la presente 

ley, dará lugar a la terminación de los efectos del Nombramiento correspondiente ante la 

autoridad educativa o para el organismo descentralizado, y deberá de existir una resolución 

previa del 

Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje o sus equivalentes en las entidades federativas. 

(...) Se deroga 

Artículo 75. Cuando la autoridad educativa o el organismo descentralizado considere que existen 

causas justificadas que ameriten la imposición de sanciones, lo hará del conocimiento del probable 

infractor para que, dentro de un plazo de 20 días hábiles, manifieste lo que a su derecho convenga 

y proporcione los documentos y demás elementos de prueba que considere pertinentes. 

(...) 



Artículo 76. (...) 

(...) Se deroga 

Transitorios 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

Notas 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de marzo de 2017. 

Diputada María Victoria Mercado Sánchez (rúbrica) 

 


